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El pasado 26 de enero de 2021, la 
Sala de Reconocimiento de Verdad, 
de Responsabilidad y de Determina-
ción de los Hechos y Conductas (Sala 
de Reconocimiento o la Sala) de la Ju-
risdicción Especial para la Paz (JEP), 
emitió el Auto 19 de 2021 mediante 
el cual se determinaron los hechos y                                                                                   
conductas del Caso 01, correspon-
diente a la toma de rehenes y otras                                                                 
privaciones graves de la libertad                          
por parte de las extintas FARC-EP. 
La Sala de Reconocimiento manifestó 
mediante esta providencia que una de 
sus finalidades es materializar el de-
recho a la verdad de las víctimas, a fin 
de contribuir con la construcción de                          
la memoria histórica sobre el con-                                                                        
flicto armado interno. 

Para ello, la Sala de Reconocimien-
to partió por fundamentar su compe-
tencia para determinar los hechos y 
conductas a partir del método de con-
trastación de fuentes y el estándar de 
apreciación de bases suficientes, con 
el fin de establecer que estos hechos 
y conductas efectivamente existieron.                                                                        
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El artículo transitorio 5 del Acto Le-
gislativo 01 de 2017 (AL 01 de 2017), 
establece que está en cabeza de la 
JEP la facultad de administrar justicia                                                                                                         
transitoriamente de manera autóno-
ma, preferencial y exclusiva respecto 
de conductas cometidas por causa, 
con ocasión o en relación directa o 
indirecta con el conflicto armado con 
anterioridad al 1 de diciembre de 2016.                               
A su vez, de acuerdo con el artículo 
7 del AL 01 de 2017, la Sala de Reco-
nocimiento ejerce su competencia a 
partir de criterios de priorización ba-
sados en la gravedad, representativi-
dad y grado de responsabilidad sobre 
los hechos (Sala de Reconocimiento,                                                      
Auto 19 de 2021, pp. 13-14).

En virtud de lo dispuesto por la 
sentencia C-080 de 2018 de la Corte 
Constitucional, la JEP debe adoptar 
un modelo investigativo a partir de 
macroprocesos que den cuenta de los 
crímenes de sistema o de gran escala, 
y sobre un estudio integral de los he-
chos, la identificación del contexto, 
los patrones de comisión, la definición 

del ámbito territorial y temporal y la 
identificación de la estructura organi-
zacional de los actores. Luego de ello, 
es pertinente la atribución de respon-
sabilidades en los términos del Siste-
ma Integral de Verdad, Justicia, Repa-
ración y no Repetición. 

Frente a la contrastación de fuentes 
y el estándar de apreciación de bases 
suficientes, el literal h, del artículo 79 
de la Ley 1957 de 2019 o Ley Esta-
tutaria de Administración de Justicia 
en la Jurisdicción Especial (LEAJEP), 
establece que a partir de la recepción 
y revisión de informes, se contrasta la 
información allí contenida con todo 
el acervo probatorio. Valga mencio-
nar que, y conforme a la Ley 1922 de 
2018 sobre las reglas de procedimiento                   
para la JEP, antes de que la Sala emita 
una decisión sobre la responsabilidad 
de los comparecientes y de realizar este 
ejercicio de comparación, “debe dar la 
oportunidad a las personas implicadas 
en estos informes a reaccionar frente a 
estos en versiones voluntarias, y estas 
versiones alimentan el proceso mismo 
de contrastación” (Sala de Reconoci-
miento, Auto 016 de 2019).

En consecuencia, en caso de que la 
Sala considere que existen bases sufi-
cientes para establecer que los hechos 
y conductas existieron, que los invo-
lucrados participaron de los mismos                                                       
y que estos hechos son delitos no                        
amnistiables, debe de informar de                
esta situación a los presuntos res-                                                             
ponsables, a fin de que los mismos 
decidan si comparecerán o no ante la 
jurisdicción (Sala de Reconocimiento, 
Auto 19 de 2021, p. 15).

En segunda medida, la Sala de Re-
conocimiento en un estudio sobre los 
propósitos, organización y funciona-
miento de las extintas FARC-EP, es-
tablece que el propósito principal de 
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esta organización armada fue la toma 
del poder político mediante el uso de 
armas en una organización jerárquica, 
con capacidad de emitir órdenes por 
parte de los comandantes y de ejercer 
un control efectivo sobre los subordi-
nados. Igualmente, esta organización 
contaba con capacidad militar rele-
vante, una significativa presencia en 
los territorios por periodos invaria-
bles de tiempo, financiación, material 
de guerra, logística e infraestructura 
definidas (Sala de Reconocimiento, 
Auto 19 de 2021, p. 31). 

En virtud de lo anterior, la Sala 
procede a establecer los hechos y 
conductas cometidos por las extintas 
FARC-EP, y que son responsabilidad 
del antiguo Secretariado de la orga-
nización, toda vez que se dieron en el 
marco de una política y bajo un patrón 
de conducta, especialmente en lo que 
se refiere a la toma de rehenes y pri-
vaciones de la libertad. Para dar fun-
damento a ello, la Sala de Reconoci-
miento recurre a fuentes del Derecho 
Penal Internacional (DPI), en el sen-
tido de que el patrón de conducta es                                                                                   
entendido como el modo de comi-
sión de conductas delictivas (modus 
operandi) (Sala de Reconocimiento, 
Auto 19 de 2021, p. 81). Cuando se                                                                                   
trata de la comisión de crímenes de 
lesa humanidad, como lo es en el 
caso bajo estudio de la Sala, es común                               
hacer uso del término “patrón”, dada 
la sistematicidad o generalidad de                               
las conductas. 

Sobre el particular, la Sala de Reco-
nocimiento cita el caso Kunarac del 
Tribunal Penal Internacional para la                                                                                       
ex Yugoslavia (TPIY), en el cual se 
reconoce que el patrón correspon-
de a una repetición no accidental del 
hecho delictivo de manera regular                                                                                
(TPIY, Fiscal vs. Kunarac et al, Sen-
tencia de Primera Instancia, Caso 
No. IT-96-23-T & IT-96-23/1-T, fe-
brero de 2001, párr. 429).  Frente a la 
política, esta es definida por la Corte 
Penal Internacional (CPI) como un 
plan previamente definido, o como 
un conjunto de directrices tomadas 
por un Estado o por una organiza-
ción armada, y que tiene por finali-
dad el asegurar la comisión de críme-
nes (CPI, Sala de Juicio VI, primera 
instancia. Sentencia de 08/07/2019.                                                                                  
Fiscal v Ntaganda, párr .674). En esa 
medida, la Sala indica que en su pro-                                                                                        
videncia adoptará los criterios esta-
blecidos por los estándares interna-
cionales sobre la materia y a fin de 
determinar la calificación jurídica de 
los hechos y conductas bajo estudio, 
aclarando que los mismos fueron es-
cogidos desde su competencia, por su 
magnitud y capacidad de repetición, 
en los términos de un patrón y una 
política. Igualmente, dada la grave-                       
dad de los hechos y el impacto del pa-
trón sobre las víctimas, se justifica la 
calificación jurídica de los mismos. 

En consecuencia, la Sala de Reco-
nocimiento establece a partir de fuen-
tes del DPI y del DIH, que las extin-
tas FARC-EP cometieron el crimen 
de guerra de toma de rehenes. Este                                                                                      
crimen fue reconocido por algunos 
comparecientes en sus versiones in-
dividuales y colectivas, como una 
manera de financiar sus actividades y                                                               
ello se circunscribía en una política                       
de la organización para tomarse del 
poder. Según el Comité Internacional 
de la Cruz Roja (CICR), la prohibición 
de toma de rehenes incluye el secues-
tro de civiles a fin de obtener rescates, 
intercambio de prisioneros o un be-                                                                                         
neficio económico. Igualmente, las 
extintas FARC-EP cometieron otros 
crímenes de guerra recurrentes en el 
marco de privaciones de la libertad a 
civiles, tales como homicidios, tortu-
ras, tratos crueles, atentados a la dig-
nidad personal, violencia sexual, y 
desplazamiento forzado (Sala de Reco-
nocimiento, Auto 19 de 2021, p. 262). 

Otro aporte importante que hace 
la Sala de Reconocimiento en esta 
providencia es que indica que las ex-
tintas FARC-EP cometieron crímenes 
de lesa humanidad de manera con-
currente con los crímenes de guerra. 
Al respecto aclara que la posibilidad 
de aplicar dos o más crímenes de ma-
nera concurrente ha sido aceptada 
por la jurisprudencia internacional,                                                          
donde los tribunales ad hoc han es-
tablecido que puede hablarse de con-
curso de crímenes internacionales 
cuando estos tienen el mismo nivel 
de gravedad. Para la CPI, aun cuan-
do el Estatuto de Roma (ER) no men-                                                                                  
ciona de manera expresa el concurso 
de crímenes, la condena acumulativa 
no contraría el principio non bis in 
idem, por lo que esta modalidad re-
sulta admisible cuando los crímenes 
de guerra y los crímenes de lesa hu-
manidad se derivan de la misma con-
ducta (Sala de Reconocimiento, Auto 
19 de 2021, p. 266).  

Finalmente, en el marco de la indi-
vidualización de responsabilidad, la 
Sala de Reconocimiento señala que 
frente a crímenes de lesa humanidad 
como privaciones graves de la liber-
tad, asesinato y desaparición forzada 
ejecutados por subalternos, los co-
mandantes de las extintas FARC-EP 
son responsables a título de coauto-
res mediatos. Según Claus Roxin, la 
coautoría mediata se presenta cuando                         
existe un dominio sobre la voluntad                                                                              
de los subordinados a través de una 
organización criminal o un “apara-
to organizado de poder”. Frente a 
crí-menes de guerra como torturas,                                                                                  
tratos crueles, atentados contra la 
dignidad personal, violencia sexual 
y desplazamiento forzado, y de lesa 
humanidad de torturas y otros actos 
inhumanos, de violencia sexual y des-
plazamiento forzado, establece que                                                                                     
los comandantes de las extintas                          
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FARC-EP son responsables a título 
responsabilidad de mando, por los                       
actos de sus subordinados (Sala de 
Reconocimiento, Auto 19 de 2021,                            
pp. 278-283).

Sobre el particular, el artículo 67 
de la LEAJEP establece que: “la res-
ponsabilidad de los mandos de las 
FARC-EP por los actos de sus subor-
dinados deberá fundarse en el control 
efectivo de la respectiva conducta, en 
el conocimiento basado en la infor-                                       
mación a su disposición antes, duran-
te y después de la realización de la 
respectiva conducta, así como en los 
medios a su alcance para prevenirla, y                                                                                      
de haber ocurrido adoptar las deci-
siones correspondientes. La respon-
sabilidad del mando no podrá fun-
darse exclusivamente en el rango o 
la jerarquía. Se entiende por control 
efectivo de la respectiva conducta, la 
posibilidad real que el superior tenía 
de haber ejercido un control apropia-
do sobre sus subalternos, en relación 
con la ejecución de la conducta delic-
tiva, tal y como se establece en el de-
recho internacional”. 

Es necesario mencionar que la pre-
citada norma no observa de manera 
integral los estándares internaciona-
les en materia de responsabilidad de 
mando, por las siguientes razones: i) 
frente al conocimiento del comandan-
tes, no observa los estándares interna-
cionales porque según el artículo 28 a) 
i) del ER se debe aplicar el estándar de 
imprudencia simple “hubiere debido 
saber”, que implica una obligación más 
activa del superior militar de tomar 
las medidas necesarias para asegurar 

el conocimiento sobre la conducta de 
sus subordinados e investigar, inde-
pendientemente de si tenía a su dis-
posición información en el momento 
en que se cometieron los delitos y ii) 
hay ausencia de nexo causal, lo que 
no da cuenta de la naturaleza jurídica 
de la responsabilidad de mando es-                                                                        
tablecida en el artículo 28 del ER. 

Aun con todo, la providencia emi-
tida por la Sala de Reconocimiento                                                                      
se constituye como un avance y un 
aporte de especial relevancia para 
la materialización de los derechos 
de las víctimas, así como de una so-
ciedad que clama por paz y justicia,                                             
en el marco del actual proceso de                  
justicia transicional. 
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Introducción
La audacia jurídi-
ca que le faltó al ex-                                                                    
procurador Fernando                                                                                   
Carrillo Flórez, le 
sobró a la procura-             
dora Margarita Ca-
bello Blanco; estamos 
hablando del Código 
General Disciplinario                                     
contenido en la Ley                                                                             
1952 de 2019 y de sus 
dos Proyectos de Re-

forma; y vamos a decir porqué.
En efecto, el primero de ellos, en lugar de actuar 

en forma rápida, no necesariamente desbordada,                             
una vez se conoció la Sentencia de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos en el caso Petro 
Urrego versus Colombia, de julio 8 de 2020, prefi-
rió esperar hasta el final de su mandato para radicar,                                                                                        
ante el Congreso de la República, en forma preci-
pitada, un tímido Proyecto de Ley tardío (tan solo 
faltaban unas cuantas horas para la culminación 
de su período) que, aunque tiene elementos positi-
vos que no se pueden desconocer, su simple lectura 
es la mejor prueba de la precipitud en su proceder:                                                                  
pasable redacción y unos cuantos errores imperdo-
nables (“auto admisorio de la demanda”, se lee en su 
artículo 4) señalan, a las claras, que su improvisa-
ción resultó evidente, quizá malográndose cualquier 
tentativa encaminada a, por lo menos, discutir su 
articulado en la academia disciplinaria (Proyecto de 
Ley No. 520 de 2021) y, por supuesto, en Senado y 
Cámara.

La procuradora Cabello Blanco “se fue con todo”, 
como se diría en forma simplista y, tal vez, llegó a                   
extremos muy criticados, para algunos, planteando 
la obtención de 

“funciones jurisdiccionales para la vigilancia superior 
de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones 
públicas, inclusive los de elección popular y adelantar las 
investigaciones disciplinarias e imponer las sanciones                     
de destitución, suspensión e inhabilidad y las demás                                                                                      
establecidas en la ley”, de una parte.

Y, de otra parte, 
“De conformidad con lo establecido en el artículo 

150, numeral 10, de la Constitución Política, revís-
tese al Presidente de la República de precisas facul-
tades extraordinarias, por el término de seis (6) me-
ses, contados a partir de la fecha de publicación de 
la presente ley, para ampliar la planta de personal, 
definir los términos y formas de elección de la sala 
disciplinaria que se debe conformar privilegiando el 

Código General Disciplinario
Disección de los Proyectos de Ley presentados al Congreso de la República
por la Procuraduría General de la Nación*

Por: Óscar Villegas Garzón**

mérito y modificar el régimen de competencias in-
ternas de la Procuraduría General de la Nación, así 
como para realizar las modificaciones presupuesta-
les necesarias para financiar los gastos de funciona-                                                                                             
miento e inversión con el fin de garantizar la imple-
mentación y aplicación del procedimiento que se                             
crea en esta ley” (artículos 2, 239 y Parágrafo Transi-
torio del Proyecto de Ley 423 de 2021).

Carrillo Flórez, en su iniciativa, dejó aportes in-
teresantes que no se deberán perder de vista en las 
futuras decisiones que, en su momento tomará el 
Congreso de la República, como los que conciernen 
con el “Objeto de la Ley“, los “Principios, precep-
tos e interpretaciones del proceso penal en materia                         
disciplinaria, la “Imparcialidad objetiva y separa-                                                                                                        
ción funcional”, la “Doble Conformidad”, “Con-
gruencia” y las Garantías integrales y sistemáticas”, 
aunque su apego a lo penal no será de buen recibo 
para parte de la doctrina disciplinarista que aboga, 
con razón, por despojarse, de una vez por todas,                                                               
de  esa “ayuda” ortopédica que ha venido recibiendo, 
por lustros y que ya es hora de minimizar, dejando 
los extremos necesarios al consabido refrán (otros 
dirán principio) del mutatis mutandi.

Trátese de uno u otro Proyecto de Ley, surge una 
pregunta que sería transversal para ambas iniciati-
vas: ¿corresponden ellas a lo exigido por la Corte                    
Interamericana de Derechos Humanos en su Sen-
tencia referida al caso Petro Urrego?

De nuestra parte, nosotros no vamos a bucear 
en este difícil tema, ni mucho menos a aventurar 
una respuesta que se uniría, a las muchas que ya se 
expresaron cuando se conoció la decisión del 8 de                                               
julio de 2020, todas ellas muy serias y profundas.

Como tampoco nos adentraremos en dos temas 
cardinales en el Proyecto de Ley de Cabello Blanco: 
primero, la atribución de funciones jurisdiccionales 
a la Procuraduría General de la Nación y, segundo,                             
el revestimiento de facultades extraordinarias al                     
Presidente de la República, para los fines indicados 
en el artículo 50 de su Proyecto.

El primero, es un tema de carácter político (en el 
mejor sentido del término) que, bajo esa dimensión, 
nos anticipamos, tal vez con el riesgo de equivo-                                                                                                      
carnos, será así abordado por el Congreso de la 
República; y el segundo, es un espacio interno para 
la administración pública (Procuraduría, en este                       
caso), no para un doctrinante disciplinarista como                  
el suscrito.

Hay otro tema de contenido normativo, pero aso-
ciado con cualquiera de las dos esferas enunciadas: 
nos referimos a los preceptos sobre competencia in-
terna de la Procuraduría General (artículos 92, 100, 

101 y 102 del Proyecto de Cabello Blanco); tam-                  
poco ocuparán nuestra atención.

Nos centraremos en temas de contenido sustanti-
vo y procedimental y dejaremos, como lo básico, lo 
esencial, del presente escrito, que ocupará el mayor 
espacio, aquello que concierne con el Juzgamiento 
Disciplinario que es donde se encuentran, para lo                                                                                                              
que nos proponemos en este ensayo de aproximación, 
resaltar las mayores innovaciones, los más profun-                                                                                                             
dos cambios o, más que transformaciones de fondo, 
las nuevas alternativas, algunas de ellas instrumen-
tales, que eran necesarias.

En otras palabras, vamos a hablar del Procedi-
miento Disciplinario, esto es, Indagación Previa, 
Investigación y Juzgamiento en el Código General                             
Disciplinario, tal como lo propuso la Procuradora 
que será, a no dudarlo, el que, a la postre, termine 
siendo aprobado en su integridad, salvo uno que                  
otro ajuste; de eso no nos cabe ninguna duda.

Hay un punto álgido: si el Proyecto de Marga-
rita Cabello no es aprobado antes del 2 de julio de                           
2021, en esa fecha entrará a regir, sin remedio a la                                                                                              
vista, y en su integridad, el Código General Disci-
plinario recogido en la Ley 1952 de 2019, vigen-                                    
cia definida por la Ley 1955 de 2020 (Plan Nacio-                      
nal de Desarrollo 2018 - 2022).

Otros asuntos de los dos Proyectos serán estudia-
dos, criticados, objeto de polémicas que no faltarán 
como aquel que plantea la reducción hasta la mitad 
de las sanciones de inhabilidad, suspensión o mul-
ta, si la confesión o aceptación de cargos se produce 
en la etapa de investigación; o decrecimiento de una                                                                                                      
tercera parte de la sanción si esto acaece en la eta-
pa de juzgamiento (artículo 26 del Proyecto que                        

(Ley 1952 de 2019)

* El presente es un ensayo que su autor presenta a la consideración de la comunidad científica del Derecho disciplinario con el fin de contribuir con el debate que se ha abierto como consecuencia de los Proyectos de Ley 
No. 520 de 2021 (Fernando Carillo Flórez) y No. 423 de 2021 (Margarita Cabello Blanco) presentados al Congreso de la República, en los cuales se pretende ajustar la normatividad interna plasmada en el Código General 
Disciplinario (Ley 1952 de 2019) como consecuencia de la Sentencia del 8 de julio 2020, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Petro Urrego versus Colombia. Este escrito, que será objeto de amplia-                             
ción posterior, formará parte de la obra El proceso disciplinario. Componentes sustanciales y procesales en el Código General Disciplinario. Ley 1952 de 2019, cuya 4ª. edición será publicada, por el Grupo Editorial Ibáñez,                  
una vez se conozca el texto definitivo de la Ley ya mencionada, después de los cambios que introduzca el Congreso de la República que, con toda seguridad, serán aprobados en su mayor parte.
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modifica el artículo 162 del Código General Disci-
plinario), diminutivos que, apoyamos con decisión.

Vamos al grado. 

La confesión. Sus requisitos y añadidos
La confesión (como medio de prueba autónomo), 

o la aceptación de cargos, mantienen su lugar; los 
cambios que nos presenta ahora el Proyecto de Ley 
No. 423 de 2021 (Cabello Blanco), en comparación 
con el texto primigenio de la Ley 1952, se pueden 
condensar así, siguiendo la línea discursiva que nos 
entrega el artículo 162 prístino, adicionado con la mo-
dificación que introdujo el artículo 25 de su reforma:

1. Se presenta el agregado, casi como un virtual 
sinónimo, entre confesión y aceptación de cargos, 
distinción que proviene del artículo 227 del texto                            
original de la Ley 1952 de 2021 en donde se utilizan las 
dos expresiones (incisos 1 y 2) que, en el fondo, pue-
den denotar lo mismo, como equivalentes. Veamos.

En el inciso 2, se lee que (luego de la instalación 
de la Audiencia y de ofrecida por el competente una 
presentación sucinta de los hechos y los cargos for-
mulados en el auto de citación), 

“Acto seguido y en el evento de que el discipli-  
nado acuda a la audiencia acompañado de defensor, 
la autoridad disciplinaria le preguntará si acepta la                  
responsabilidad imputada en el auto de citación a             
audiencia y formulación de cargos”. 

Este diseño es el que corresponde a la hipótesis 
consistente en que el disciplinable concurre a la au-
diencia con abogado de confianza (hay tres hipó-                    
tesis más).

Y, de otro lado, y es la segunda hipótesis que se 
plantea en el artículo 227 primitivo, “tenemos que                   
si el disciplinado concurre a la audiencia sin defensor, 
la autoridad disciplinaria le preguntará si es su deseo 
acogerse al beneficio”.

Lo que queremos mostrar es que ya, ahora, son 
tres las expresiones que se utilizan y que, todas ellas, 
tienen el común denominador de la confesión: (i) 
aceptación de la responsabilidad imputada; (ii) con-
fesión; y (iii) aceptación de cargos.

2. Se introduce una expresión de garantía, enca-
minada a hacer más elocuente la importancia de la 
confesión, que es del siguiente tenor, según el nu-
meral 3 del artículo 162:

 “La persona será informada sobre el derecho a no 
declarar contra sí misma, y de las garantías consa-              
gradas en el artículo 33 de la Constitución Política y             

de los beneficios y de las rebajas de las sanciones                                                                                                    
contempladas en este código”. 

3. Y otro aditamento que también acompaña al 
mismo precepto en comento, determina que, como 
requisito de la confesión, esta “Debe hacerse en for-
ma consciente, libre e informada”.

Sin la menor duda, tenemos que, ahora con el 
Proyecto No. 423 de 2021, el competente judicial o 
administrativo, cualquiera que sea, en la fase de juz-
gamiento, deberá ser muy cuidadoso en el sentido                              
de no limitar la tramitación que corresponde al ar-
tículo 227, a una simple y elemental pregunta con-
sistente en si acepta  la responsabilidad imputada en 
el pliego acusatorio; de ninguna manera: el artículo 
161 impone unas condiciones que se deberán cum-
plir por el competente de turno, máxime que será                                                                                                
el mismo que proferirá el fallo de 1ª. instancia.

Sigamos con el análisis de las modificaciones in-
troducidas por el Proyecto No. 423 de 2021, esta                       
vez situada en el futuro parágrafo del artículo 161.

Aquí se inserta un beneficio que, en mi sentir, y 
que aplaudo sin reservas, por el gran impacto que          
deberá tener a futuro, ya en el campo de la aplica-
ción concreta del Código General Disciplinario; es                  
el siguiente:

“Artículo 162, inciso 3: Si la confesión o aceptación 
de cargos se produce en la etapa de investigación, las 
sanciones de inhabilidad, suspensión o multa se dis-
minuirán hasta la mitad. Si se produce en la etapa                   
de juzgamiento, se reducirán en una tercera parte”.

Este beneficio no lo tenía el originario artículo 162 
y ahora llega en momentos en que, por los avances 
de la corrupción, era más que necesario; parece un 
contrasentido; bien sabemos que las investigaciones 
disciplinarias asociadas con actos de corrupción, 
con contratación estatal, con medio ambiente, con 
enriquecimiento ilícito, con lavado de activos, con 
elementos informáticos, son muy complejas por los 
inevitables componentes técnicos, financieros, pre-
supuestales y contables, que las hace interminables                               
y costosas y que fenecen en los anaqueles gracias                            
a la prescripción o a la caducidad.

Si media confesión, los costos de investigar y                             
fallar serán muy inferiores a lo previsto, se hará justi-
cia y la falta disciplinaria, merced a la conducta torci-
da del servidor público, no quedará en la impunidad.

Además, estas decisiones de clausura anticipada                                                                                                            
de la investigación, resultado de la confesión, debe-
rán reflejarse en una notoria merma de los expedien-

tes disciplinarios cursantes, ora en la fase de investi-
gación, ora en la de juzgamiento.

Debe quedar claro, y ojalá esto se plasme en una 
norma positiva, que puede ser un parágrafo, en el 
sentido de dejar establecido que la sanción disci-
plinaria a imponer sí podrá ser inferior al mínimo                        
establecido en la norma respectiva.

Y, además que, del beneficio contemplado en el 
artículo 161, se deberá tener, como elemento de ate-
nuación de la sanción, la confesión prevista en el                                
artículo 50, numeral 1, literal b) del Código General 
Disciplinario.

Sobre la confesión hay otros puntos adicionales a 
considerar que serán abordados una vez analicemos 
la parte correspondiente al Juzgamiento.

La indagación previa y la Investigación
Sobre la Indagación Previa y la Investigación no 

se observan mayores sobresaltos en el Proyecto de la 
Procuradora, excepto los siguientes:

1. La ampliación del término de la Indagación                      
que estaba en tres (3) meses en el artículo 208 de la 
Ley 1952 de 2019, se amplía a seis (6)  meses, como 
igual sucede en los casos de investigaciones por                    
violación a los Derechos Humanos o al Derecho In-
ternacional Humanitario, lapso que, en apariencia, 
será mucho más realista, máxime que lo que se pre-
tende es identificar e individualizar al posible autor 
o determinar que no procede la investigación disci-
plinaria; si esto no se logra, se ordenará su archivo.

2. No sucede lo mismo con el término de la inves-
tigación, que conserva el de seis (6) meses, con una 
eventual prórroga de seis (6) meses cuando en la                                                                                                         
misma actuación se investiguen varias faltas o a dos 
(2) o más servidores o particulares en ejercicio de 
función pública y culminará, como ya es de usanza, 
con el archivo definitivo o la notificación de la for-
mulación del pliego de cargos (hay otras formas de 
terminación, que, por ahora, no las vamos a abordar). 

3. En cuanto al contenido del auto que ordena la 
apertura de investigación disciplinaria, sí se obser-
van algunas novedades que pasamos a mostrar:

3.1 En el numeral 2 del artículo 215 del Pro-                                                            
yecto se apunta que, como requisito de forma de 
la providencia de inicio de investigación, debe-
rá incorporar una “Relación clara y sucinta de los                                                                                                          
hechos disciplinariamente relevantes en lenguaje                 
comprensible”. 

Esta exigencia, que suena a advertencia, es                   
plausible: para nadie es un misterio que muchos 
autos de apertura de investigación incorporan en la                           
narración de los hechos, una maraña tal de situa-                                                                                              
ciones, de insucesos, de acciones y omisiones, de       
muy difícil comprensión, adicionando, en un ejerci-
cio de “sabiduría jurídica”, una pluralidad de térmi-
nos latinos, griegos y de otra especie, que el pobre 
conductor, la dama de los tintos, el mensajero, y aún 
profesionales en ciencias distintas al Derecho, que 
son los investigados, apenas si pueden desentrañar.

La situación empeora cuando se trata del                         
pliego de cargos y del fallo, en especial, si es sancio-
natorio; el fácil mecanismo de “copia y pegue” se re-
pite de manera incesante.

3.2 Se agrega un numeral intrascendente, pero ne-
cesario, que dice: “La orden de informar y de comuni-
car esta decisión, en los términos del artículo siguiente”, 
que es el artículo 216, que no se modifica en nada.

3.3 En el artículo 221 (decisión de evaluación),                   
se cambia la expresión “disciplinado”, por “discipli-
nable”, lo cual es correcto; aquel adjetivo se pre-
dica de la actitud de quien “respeta la disciplina”,                                                                                   
de “obediente”; por “disciplinable” se entiende “la 
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susceptibilidad o la capacidad de la observancia                                             
de una ley, precepto, norma y ordenamiento de                           
una profesión”. Al fin y al cabo son sinónimos.

4. El artículo 225 (Notificación del pliego de car-
gos y oportunidad de variación), presenta algunos 
cambios trascendentes, útiles y necesarios, además 
de ofrecer una redacción afortunada; miremos:

“Artículo 225. Notificación del pliego de cargos y 
oportunidad de variación. El pliego de cargos se no-
tificará personalmente al procesado o a su defensor 
si lo tuviere. Para el efecto, inmediatamente se li-                                                                                                                 
brará comunicación y se surtirá con el primero que                                                                                                  
se presente. 

Si vencido el término de cinco (5) días contados 
a partir del día siguiente a la entrega de la comuni-
cación en la última dirección registrada, no se ha 
presentado el procesado o su defensor, si lo tuvie-
re, se procederá a designar defensor de oficio con                                                                                                        
quien se surtirá la notificación personal. 

Las restantes notificaciones se surtirán por estado. 
Cumplidas las notificaciones, dentro del término 

improrrogable de tres (3) días, remitirá el expedien-               
te al funcionario de juzgamiento correspondiente”.

¿Qué podemos decir?
1. Recordemos que estamos en el final de la fase                

de investigación, con predominio del sistema escri-
tural, razón que explica la alusión al pliego de cargos 
y no al auto de citación a audiencia, con la aclara-
ción que nos ofrece el artículo 52, del Proyecto de Ley                                                                                                          
No. 423 de 2021, intitulado “sentido de algunas ex-
presiones de la Ley 1952 de 2019”.

2. Por lo tanto, si bien la notificación del pliego                    
de cargos y de su eventual variación deben hacer-
se en forma personal, las decisiones que devienen                                                                                    
luego, se harán por Estado.

3. Expirado el término de cinco (5) días hábiles, 
contados a partir del día (hábil) siguiente a la entrega 
de la comunicación en la última dirección registra-
da, no se ha presentado el procesado o su defensor, si 
lo tuviere, deberá procederse a designar defensor de 
oficio con quien se surtirá la notificación personal.

4. El inciso final del artículo 225 del Código Ge-
neral Disciplinario primigenio, mostraba el trámite               
que debía seguirse para el señalamiento de la hora, 
de la fecha y del lugar de instalación de la audiencia.

Con el cambio de modelo que incorpora el Proyec-
to No. 423 de 2021, de la Procuradora, este equívoco 
precepto estaba de sobra; es más, aún dentro del gra-
mado del Código General Disciplinario, estaba estor-
bando porque se encontraba en un lugar equivocado.

Por ello, el inciso final del nuevo artículo 225,                    
advierte, con toda razón, que, efectuadas las noti-
ficaciones de rigor, atinentes a la parte defendida                        
(disciplinado y su defensor), dentro del brevísimo 
término de tres (3) días (hábiles), el competente de 
la fase instructiva, es decir, el investigador, termina 
su competencia –por lo menos de manera provi-
sional–  y deberá remitir el expediente al competente 
de la fase de juzgamiento, sea quien sea (judicial o 
administrativo), para que avoque su conocimiento                                              
y lo conduzca hasta el fallo de 1ª. instancia.

El Juzgamiento
A partir del artículo 225A, se inicia una serie de 

novedades las cuales, de ser convertido en Ley de la 
República en Proyecto de Ley No. 423 de 2021, mar-
carán, con las demás normas que no fueron modi-
ficadas, y que se conservan en la Ley 1952 de 2019,                     
el sendero de lo que será el nuevo juzgamiento dis-
ciplinario que, ahora será mucho más claro y expe- 
dito y que estará en nuevas manos.

Vamos al grano, ofreciendo comentarios de cada 

una de las novedades como se podrá apreciar en su 
presentación literal:

Artículo 36. Adiciónese un nuevo artículo a la                 
Ley 1952 de 2019, el cual quedará así: 

Artículo 225 A. Fijación del juzgamiento a seguir. 
Recibido el expediente por el funcionario a quien co-
rresponda el juzgamiento, por auto de sustanciación 
motivado, decidirá, de conformidad con los requi-
sitos establecidos en este artículo, si el juzgamiento                       
se adelanta por el juicio ordinario o por el verbal.                
Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

El juicio verbal se adelantará cuando el sujeto dis-
ciplinable sea sorprendido en el momento de la comi-
sión de la falta o con elementos, efectos o instrumentos 
que provengan de la ejecución de la conducta. 

También se seguirá este juicio por las faltas leves, 
así como por las gravísimas contempladas en los ar-
tículos 54, numerales 4 y 5; 55, numerales 1, 2, 4, 5,                                                                                                            
6, 7, 8 y 10; 56, numerales 1, 2, 3, 5; 57, numera-                       
les 1, 2, 3, 5 y 11; 58, 60, 61 y 62, numeral 6. 

Parágrafo. En cualquiera de los eventos anteriores, 
el funcionario adelantará el proceso verbal, salvo que, 
por la complejidad del asunto, el número de disci-                                                                      
plinables, el número de cargos formulados en el pliego, 
o la carencia de recursos humanos, físicos o dotacio-
nales de la dependencia que debe cumplir la función 
de juzgamiento, dificulte el logro de los principios                                                                          
de celeridad, eficacia y economía procesal en el desa-
rrollo de la actuación disciplinaria. En estos casos, el 
funcionario deberá motivar su decisión.

Por el inciso primero, el competente tiene la toma 
de decisión consistente en si opta por adelantar un 
juicio ordinario o un juicio verbal, a través de ini-              
ciativa motivada contra la cual no es posible inter-
poner recurso alguno.

Pero no se limitará a este único asunto; deberá 
examinar si la actuación que adelantó el competen-
te para investigar, se ajusta a unas mínimas situacio-                                                                      
nes de forma, algunas, y otras de fondo; veamos                                                   
varias posibles eventualidades que no aparecen                           
registradas en el Proyecto:

a) Si el pliego de cargos comprende a todos los 
sujetos procesales respecto de los cuales se abrió la 
investigación; no puede quedar ninguno por fuera                                                  
y, adicional a ello, si todos aquellos que sí fueron 
convocados a juzgamiento están debidamente no-
tificados y si tienen asegurada la defensa técnica,                                                                                          
con defensor de confianza o con uno de oficio.

b) Si no existe constancia de que en alguno de ellos 
está demostrada una situación de inimputabilidad.

c) Si respecto de uno o varios de los discipli-                      
nados, ha podido operar el fenómeno de la pres- 
cripción, o de la caducidad.

d) Si respecto de uno o varios de los procesados, 
se cumplen las exigencias para aplicar el principio de 
favorabilidad, ora por indulto, ora por rehabilitación.

e) Si respecto de uno o varios de los investigados, 
es dable decretar la terminación del procedimiento 
disciplinario, en la forma dispuesta por el artículo                   
90 del Código General Disciplinario.

Si decide deambular por los cauces del proceso 
verbal, deberá tener clara la existencia de alguna de 
las situaciones que se exponen en el artículo 225A, 
incisos 2 y 3 y disponerse a invocar la aplicable                                             
en la decisión que tome, contra la cual no procede     
recurso alguno, como igual sucederá si elige enru-
tarse por el juicio ordinario.

No debe perderse de vista que la decisión que 
aborde el competente para la fase del juicio, tiene 
como punto de partida el pliego de cargos (lláme-
se como se llame, como bien lo aclara el artículo 52                                                                     
del Proyecto de Ley No. 423 de 2021: “auto de ci-
tación a audiencia y formulación de cargos”, debe                                                                     
entenderse “pliego de cargos”).  

Desde esta perspectiva, el acto de incriminación 
formulado por el competente de la investigación,                 
tiene dos pasaportes: uno va a operar para el juicio 
verbal, y el mismo, si es el caso, para el juicio ordinario.

La regla general es el juicio oral, excepto si 
“la complejidad del asunto, el número de disci-             

plinables (dos o más), el número de cargos formula-
dos en el pliego (dos o más), o la carencia de recur-
sos humanos, físicos o dotacionales de la dependencia                         
que debe cumplir la función de juzgamiento, difi-                                                                                                               
culte el logro de los principios de celeridad, efica-
cia y economía procesal en el desarrollo de la actua-                    
ción disciplinaria”.

El procedimiento ordinario, pese a su denomi-
nación, queda como residual; en la práctica, antici-
pamos que ocurrirá lo contrario: todos se irán por                            
el ordinario.

El Juicio Ordinario
La fase de Investigación culmina después de que 

el competente que adelantó y/o acopió las pruebas                 
decretadas, cerró investigación (artículo 220 del Có-
digo General Disciplinario) y formuló pliego de car-
gos, notificando a todos los sujetos procesales.

Cumplida esta actuación, ya el expediente se en-
cuentra en poder del competente para el adelanta-
miento del Juicio Ordinario.

Lo que pasará está consignado en el siguiente pre-
cepto:

“Artículo 225 B. Solicitud de pruebas y descar-
gos. En el auto en el que el funcionario de conoci-
miento (para el juzgamiento) decide aplicar el pro-
cedimiento ordinario, también dispondrá que, por 
el término de quince (15) días, el expediente quede a 
disposición de los sujetos procesales en la secretaria.                                                                                                                   
En este plazo, podrán presentar descargos, así como 
aportar y solicitar pruebas. Contra esta decisión no 
procede recurso alguno. La renuencia del investi-                                                                                                    
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gado o su defensor a presentar descargos no inte-                 
rrumpen el trámite de la actuación”.

Esta norma no ofrece mayores dificultades para                
su aplicación, dada su sencillez.

La presentación de descargos se podrá hacer en 
forma verbal, o escrita, si es en el juicio ordinario; en 
el verbal, necesariamente se deberá hacer de viva voz.

Tan sólo añadiremos que, como la defensa es 
un derecho, no es un deber, el disciplinable podrá                    
ejercerlo, o abstenerse de hacerlo; en otros térmi-
nos, no existe el deber jurídico de defenderse, razón 
que explica que su renuencia a rendir descargos no                                     
tiene la virtud de paralizar la tramitación.

A su turno, el artículo 225C del Proyecto de Ley 
No. 423 de 2021 (adicionado por el artículo 38),                     
sigue unas pautas que ya estaban definidas en el                
Código General Disciplinario, sino que, en esta opor-
tunidad, adquieren, como contexto, un lugar propio:

Artículo 225 C. Término probatorio. Vencido el tér-
mino para presentar descargos, así como para aportar 
y solicitar pruebas, el funcionario competente resol-
verá sobre las nulidades propuestas y ordenará la                         
práctica de las pruebas que hubieren sido solicitadas 
de acuerdo con los criterios de conducencia, perti-                                                                                   
nencia y necesidad.

Además, ordenará de oficio las que considere ne-
cesarias. Las pruebas ordenadas se practicarán en                     
un término no mayor de noventa (90) días. 

Las pruebas decretadas oportunamente y que no 
se hubieren practicado o aportado durante el período 
probatorio, se podrán evaluar (sic) (léase “evacuar”)    
en los siguientes casos: 

1. Cuando hubieran sido solicitadas por el dis-                   
ciplinable o su defensor, sin que los mismos tuvieren 
responsabilidad alguna en su demora y fuere posi-        
ble su obtención.

2. Cuando a juicio del funcionario de conoci-                                                                                                         
miento, constituyan elemento probatorio funda-
mental para la determinación o la ausencia de res-
ponsabilidad del investigado o el esclarecimiento                                              
de los hechos.

Se puede tener la impresión de que el nuevo pe-
ríodo probatorio consagrado en esta fase del Juicio 
Ordinario puede ser repetitivo, toda vez que estuvo 
antecedido del despliegue probatorio que efectuó,                
en su momento, el instructor inicial; claro; el contex-
to ya cambió porque ahora el sendero es el del jui-          
cio, marcado por la emisión del pliego de cargos,                                                                                       
elemento incriminatorio que antes era inexistente.

Puede ser, pero, aun así, se nos antoja un juicio                  
ordinario con un período probatorio innecesaria-
mente largo; 90 días hábiles, es demasiado tiempo; 
con todo, corresponde al mismo lapso de tiempo, en 
similares condiciones, al previsto en el artículo 168 
del Código Único Disciplinario (Ley 734 de 2020).

Las pruebas decretadas oportunamente y que no 
se hubieren practicado o aportado durante el perío-
do probatorio, se podrán evacuar en los dos casos                  
allí mencionados.

Cabe destacar que en el texto del inciso tercero                                                                                                         

del prementado artículo 225C, se incurrió en un 
error que, si no se corrige, puede dar a interpreta-
ciones equivocadas; allí se lee que las “pruebas de-
cretadas oportunamente... se podrán evaluar en los 
siguientes casos...”.

No es “evaluar” sino “evacuar”, lo que es bien 
diferente; dicho verbo es el que, en forma por                                                 
demás correcta, se inscribe el artículo 168 del Có-
digo Único Disciplinario.

La variación de los cargos
La posibilidad de variar los cargos se presenta 

en dos situaciones diferentes: una, dentro del juicio 
ordinario (artículo 225D), y otra en el juicio verbal 
(artículo 229); para el primer caso, fue necesario 
introducir una norma nueva; para el segundo caso, 
bastó conservar el artículo 229 de la Ley 1952 de                                   
2019 original.

Como estamos situados en el Juicio Ordinario,                      
miremos cómo quedaron las cosas en el Proyecto     
No. 423 de 2021.

El artículo 225D quedó redactado así, transcrip-
ción que hacemos para evitar posibles equívocos:

“Artículo 225 D. Variación de los cargos. Si el fun-
cionario de conocimiento advierte la necesidad de 
variar los cargos, por error en la calificación o prue-                                
ba sobreviniente, se aplicarán las siguientes reglas: 

1. Si vencido el término para presentar descargos,                       
el funcionario de conocimiento advierte un error en 
la calificación, por auto de sustanciación motivado, 
devolverá el expediente al instructor para que proceda                                                                                                            
a formular una nueva calificación, en un plazo má-
ximo de quince (15) días. Contra esta decisión no                           
procede recurso alguno y no se entenderá como un                   
juicio previo de responsabilidad. 

2. Si el instructor varía la calificación, notificará                   
la decisión en la forma indicada para el pliego de car-
gos. Surtida la notificación, remitirá el expediente al 
funcionario de juzgamiento quien, por auto de sustan-
ciación, ordenará dar aplicación al artículo 227 para 
que se continúe con el desarrollo de la etapa de juicio. 

3. Si el instructor no varía el pliego de cargos, así                        
se lo hará saber al funcionario de juzgamiento por             
auto de sustanciación motivado en el que ordenará 
devolver el expediente. El funcionario de juzgamien-
to podrá decretar la nulidad del pliego de cargos, de                     
conformidad con lo señalado en esta ley. 

4. Si como consecuencia de prueba sobreviniente, 
una vez agotada la etapa probatoria, surge la necesi-
dad de la variación del pliego de cargos, el funciona-
rio de juzgamiento procederá a realizarla, sin que                                      
ello implique un juicio previo de responsabilidad. 

5. La variación se notificará en la misma forma                    
del pliego de cargos y se otorgará un término de diez 
(10) días para presentar descargos, solicitar y apor-
tar pruebas. El período probatorio, en este evento, no                      
podrá exceder el máximo de dos (2) meses.

¿Qué encontramos aquí? Pasemos a verlo:
1. Si ya está vencido el término para rendir des-

cargos, se hayan o no rendido, el competente en la 

fase de juzgamiento, en cuyo poder se encuentra la 
actuación, advierte un error en la calificación, le de-
berá devolver el expediente al instructor (que no es 
otro que el Jefe de la Oficina de Control Disciplinario 
Interno, para investigar y acusar) para que proceda 
a formular una nueva calificación, en un término 
máximo de quince (15) días hábiles.

Contra esta decisión del competente para la fase 
del juicio, no procede recurso alguno y, por ningún 
motivo, puede interpretarse esa decisión como un 
juicio previo de responsabilidad, no obstante que, 
uno de los requisitos esenciales para proferir pliego 
de cargos es, precisamente, la existencia de prueba 
que comprometa la responsabilidad del disciplinable.

Si es instructor varía la calificación, así lo deberá 
hacer, notificando su decisión, en forma personal, al 
disciplinable, o a su apoderado de oficio o de con-
fianza, después de lo cual remitirá el expediente al 
competente para el juicio, quien, por auto de sustan-
ciación, ordenará darle aplicación al artículo 227 para 
que se continúe con el desarrollo de la etapa de juicio. 

2. Es posible que el instructor no varíe el pliego                                                                             
de cargos, mantenga su posición, y así se lo hará 
saber al funcionario de juzgamiento por auto de                                                       
sustanciación, motivado, en el que ordenará devol-
ver el expediente. 

De su parte, ante esta situación, el funcionario de 
juzgamiento podrá decretar la nulidad del pliego de 
cargos, de conformidad con lo señalado en el Códi-
go General Disciplinario, con sus reformas.

3. Otra posibilidad de variación puede presen-
tarse por prueba sobreviniente que obligue a variar 
el pliego de cargos; ante esta coyuntura, el funciona-
rio de juzgamiento procederá a realizarla de mane-
ra unilateral, sin devolver el expediente al instructor 
y, también, como ya lo aclaró la norma, sin que ello                  
implique un juicio previo de responsabilidad. 

4. Esta variación, deberá notificarse como ya se 
hizo con el pliego de cargos inicial, otorgándose un 
término de diez (10) días hábiles, contados a partir 
del día hábil siguiente al de la notificación, para que 
el disciplinable pueda presentar descargos, solicitar 
y/o aportar pruebas; en este evento, período proba-
torio, no podrá exceder el máximo de dos (2) meses.

Traslado para alegatos de conclusión, término 
para fallar y contenido del fallo

Siguen luego tres normas cuya interpretación 
tampoco ofrece mayores sobresaltos y que conviene 
transcribir en su muestra literal:

Artículo 40. Adiciónese un nuevo artículo a la Ley 
1952 de 2019, el cual quedará así: 

Artículo 225E. Traslado para alegatos de conclu-
sión. Si no hubiere pruebas que practicar o habién-
dose practicado las decretadas, el funcionario de co-
nocimiento mediante auto de sustanciación ordenará 
el traslado común por diez (10) días, para que los                
sujetos procesales presenten alegatos de conclusión.

Artículo 41. Adiciónese un nuevo artículo a la Ley 
1952 de 2019, el cual quedará así:
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Artículo 225F. Término para fallar y contenido 
del fallo. El funcionario de conocimiento proferirá el                   
fallo dentro de los treinta (30) días hábiles siguien-
tes al vencimiento del término de traslado para pre-                                                                                                        
sentar alegatos de conclusión. 

El fallo debe constar por escrito y contener: 
1.  La identidad del disciplinable. 
2.  Un resumen de los hechos. 
3.  El análisis de las pruebas en que se basa. 
4.  El análisis y la valoración jurídica de los cargos, 

de los descargos y de las alegaciones que hubieren 
sido presentadas. 

5.  La fundamentación de la calificación de la falta. 
6.  El análisis de la ilicitud del comportamiento. 
7.  El análisis de culpabilidad. 
8.  La fundamentación de la calificación de la falta. 
9.  Las razones de la sanción o de la absolución y 

10.  La exposición fundamentada de los criterios                  
tenidos en cuenta para la graduación de la sanción                   
y la decisión en la parte resolutiva.

Artículo 42. Adiciónese un nuevo artículo a la Ley 
1952 de 2019, el cual quedará así: 

Artículo 225 G. Notificación y apelación del fa-
llo. La decisión será notificada personalmente en los 
términos de esta ley. Si no fuera posible hacerlo en 
los plazos correspondientes, se hará por edicto. Con-
tra el fallo de primera instancia procede el recurso 
de apelación. Este deberá interponerse y sustentarse                                 
por escrito dentro de los cinco (5) días siguientes a                      
su notificación ante la secretaría del despacho.

Como se puede observar, en realidad no hay                                                                                                    
cambios importantes, si miramos lo que ofrece la 
Ley 1952 de 2019 (Código General Disciplinario) 
e, incluso, la Ley 734 de 2002 (Código Único Disci-
plinario).

El Juicio Verbal
El artículo 225A impone las condiciones bajo las 

cuales se deberá seguir el Juicio Verbal, las cuales ya 
transcribimos en su integridad.

Miremos, ahora, las principales novedades:
1. El juicio verbal está mucho más detallado que 

el Juicio Ordinario, lo que se explica por el hecho                               
de la exigencia de mayores detalles que caracteriza 
esta clase de ejercicios.

2. Por el artículo 225H, del Proyecto d Ley No.          
423, intitulado, “Citación a audiencia de pruebas 
y descargos”, en la providencia en la que el funcio-
nario de conocimiento decida adelantar el juicio                                                                                                   
verbal, deberá fijar la fecha y la hora (y el lugar,                      
agregamos nosotros) para la celebración de la au-
diencia de descargos y pruebas, la cual se realizará       
en un término no menor a los diez (10) días ni ma-
yor a los veinte (20) días de la fecha del auto de cita-                                                                                                               
ción, decisión de sustanciación contra la cual no       
procede recurso alguno.

Término bastante generoso que será de mucha 
utilidad para los sujetos procesales y para el propio 
Director de la Audiencia, ya que les permitirá cono-
cer, si lo desean, el rigor jurídico e informativo que 
debió acompañar a todas y cada una de las pruebas 
recaudadas durante el inicial periplo investigativo, 
incorporado durante las fases de indagación previa 
e investigación.

3. Comoquiera que se trata de una decisión toma-
da antes del desarrollo de la propia Audiencia, será 
indispensable notificarla en forma personal, o me-
diante comunicación, a los sujetos procesales, muy 
en especial a quienes integran la parte defendida                                                                                        
(disciplinable y/o apoderado de confianza o de oficio).

Esta forma de notificación personal, facilita-
rá el cumplimiento de la citación a la Audiencia de                   

Pruebas y Descargos por parte de los distintos su-
jetos procesales, en especial la parte defendida, y 
no colocarlos en la situación de tener que pedir su 
aplazamiento o, incluso, su eventual adelantamiento,                                                                                                      
por cualquier motivo: coincidencia con otros com-
promisos profesionales o académicos, razones de                     
salud o de atención médica, etc. 

Y si bien tenemos que estamos inmersos en un 
procedimiento verbal, comoquiera que se ha dado 
inicio a su desarrollo en audiencia, las solicitudes       
que hagan los sujetos procesales, se allegarán me-
diante escrito, utilizándose los medios electrónicos 
que deben conocer por cuanto que, se supone, la                                                          
oficina competente se los ha suministrado.

Y también, mediante providencia escrita, a noti-
ficarse en forma personal, y por estado, el compe-
tente se pronunciará; ese y otros pronunciamientos                                       
que deba efectuar, también adoptarán la forma es-
crita, toda vez que, insistimos, se producen ante del 
inicio de la audiencia.

Esta forma de notificación personal no se en-
cuentra recogida en el artículo 121 de la Ley 1952 de                           
2019, modificado por el artículo 17 del Proyecto No. 
423 de 2021, que limita la notificación personal a                    
los autos de apertura de investigación disciplinaria,                                                                                                                         
el de vinculación, el pliego de cargos y su varia-                                        
ción, los fallos de instancia.

Por otro lado, no debe perderse de vista lo seña-
lado en el artículo 129, del Código General Disci-                                
plinario, relativo a las comunicaciones (modificado 
por el artículo 20 del Proyecto de Ley No. 423 de 
2021), que nos indica que las decisiones de sus-                                                                                                     
tanciación que no tengan una forma especial de                        

notificación prevista en este código se comunica-                    
rán a los sujetos procesales por el medio más                                                                                                             
eficaz, de lo cual el secretario dejará constancia en                     
el expediente. 

4. Sigue, a continuación, el artículo 227 del Códi-
go General Disciplinario, que tuvo algunas modifi-
caciones que, en lo esencial, no son metafísicas, pero 
sí hubo dos, tan necesarias como relevantes, y a las que 
también nos adherimos, con algunas aclaraciones.

En nuestras distintas posiciones doctrinarias, 
reflejadas en nuestra obra El proceso disciplinario.           
Componentes sustanciales y procesales, Ibáñez, 2020, 
Tercera Edición, criticamos el error que se come-                       
tió cuando en la Ley 1952 de 2019, se les dio un                           
tratamiento igualitario, en el artículo 227, en                                                                                                                       
cuanto a sus consecuencias, uno, al hecho de no                         
aceptar la imputación formulada en el auto de ci-
tación a audiencia y formulación de cargos y, dos,                       
producirse una confesión parcial.

No aceptación o confesión parcial son problemas 
distintos.

Se trataba de dos situaciones que era necesario 
distinguir y señalar consecuencias diversas o, por-                    
qué no, llevar el proceso hasta el final y, ya en el                                            
fallo, ocuparse del tema, reconociendo la confesión 
parcial y realizándose un ajuste favorable en la asig-
nación de la sanción a imponer.

Creo que me hicieron caso (¡qué maricada decir 
esto!), en parte. 

Para ser gráfico miremos las dos situaciones,                        
una, la existente en el Código General Disciplinario 
y otra, la que nos llegaría con la reforma planteada                                 
en el Proyecto N. 423 de 2021:

Artículo 227. Instalación de la Audiencia. 

“ ... En caso de no proceder la confesión o aceptar-
se en forma parcial, la autoridad disciplinaria le 
otorgará la palabra al disciplinado para que ejerza 
el derecho de rendir versión libre y presentar des-
cargos; así como solicitar o aportar pruebas. Pos-
teriormente se le concederá el uso de la palabra                                                                                              
al defensor, si lo tuviere. El funcionario compe-
tente resolverá las nulidades y una vez ejecutoriada 
esta decisión se pronunciará sobre la conducen-                                
cia, pertinencia y utilidad de las pruebas solicita-
das y se decretarán las que de oficio se consideren 
necesarias...”

Artículo 44. Modifícase el artículo 227 de la Ley 
1952 de 2019, el cual quedará así: 

Artículo 227. Instalación de la audiencia. 

“ ... En el evento en que la confesión o aceptación 
de cargos sea parcial, se procederá a la ruptura de 
la unidad procesal en los términos de este código.

En caso de no darse la confesión o la aceptación de 
cargos, o si esta fuere parcial, la autoridad disci-                                                                                                      
plinaria le otorgará la palabra al disciplinable para 
que ejerza el derecho a rendir versión libre y pre-
sentar descargos, así como solicitar o aportar prue-
bas. Posteriormente, se le concederá el uso de la 
palabra al defensor, si lo tuviere. De concurrir el 
delegado del Ministerio Público y las víctimas o 
perjudicados o su apoderado judicial, el funcio-                                      
nario, en ese orden, les concederá el uso de pala-
bra para que puedan presentar solicitudes, invocar                      
nulidades, solicitar o aportar pruebas...

... Parágrafo. No habrá lugar a la retractación, salvo 
la violación de derechos y garantías fundamentales.
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Aclaremos. Se trata de dos situaciones bien dife-
rentes: una, no confesar o, lo que es lo mismo, no 
aceptar los cargos (la imputación objetiva) formula-
dos en el auto de pliego de cargos; y otra, no con-
fesión o aceptación parcial.

El estar refundidos en una misma línea exposi-
tiva, como sucede en el actual Código General Disci-
plinario, constituye un error, que debía ser corregido 
y, como se puede ver en el Cuadro anterior, el Pro-
yecto de Ley No. 423 de 2021, se supera, de manera 
afortunada

¿Cómo se resuelve? Facilito: por medio de la                      
ruptura de la unidad procesal: 

“En el evento en que la confesión o aceptación de 
cargos sea parcial, se procederá a la ruptura de la                     
unidad procesal en los términos de este código”, se                                       
lee en el Proyecto”.

De la ruptura de la unidad procesal se ocupa el                   
artículo 214 del Código General Disciplinario, que 
trae la siguiente hipótesis: la ruptura de la unidad 
procesal, procederá 

“e) Cuando en la etapa de juzgamiento se verifi-                                                                                
que la confesión de una de las faltas o de uno de los 
disciplinados, evento en el cual se continuará el juzga-
miento por las demás faltas o disciplinados en actua-
ción separada”.

La confesión de una de las faltas, y no de otra u 
otras, puede considerarse como una forma de con-
fesión parcial y bajo esta consideración puede esti-
marse ajustada la solución que anexa el Proyecto                                       
de la Ley No. 423 de 2021, sólo que, el disciplina-
do, sale perdiendo el beneficio buscado porque, en                                                                          
lugar de afrontar un proceso disciplinario, ahora                     
tendrá dos en curso.

Si hay confesión o aceptación parcial de cargos, 
será necesaria, indispensable, la asistencia de de-
fensor; sin él, no será posible continuar la audien-
cia, razón que justificaría un receso por unos pocos 
días para su consecución, sin perjuicio de designarle                      
uno de oficio.

En cambio, si el disciplinable no confiesa, así ca-
rezca de defensor, el proceso disciplinario puede       
continuar y llegar hasta su acabamiento; la defensa 
oficiosa no se le puede imponer, aun en el caso de            
que él se muestre reacio a aceptarla; lo hemos dicho 
muchas veces: la defensa es un derecho, no es un 
deber, que se puede ejercer o no a voluntad del in-                                                                                        
teresado; en otros términos: no existe el deber jurí-
dico de defenderse.

Una solución más ajustada al beneficio ofrecido, 
sería continuar con el juzgamiento y, en el momen-
to del fallo, hacerse los dos ajustes que contempla el 
Código General Disciplinario: uno, por la confesión 
parcial y otro, por la atenuante consagrada en el ar-
tículo 50, numeral 1, literal c).

La otra novedad del artículo 227, está en su Pa-
rágrafo: 

“No habrá lugar a la retractación, salvo la viola-
ción de derechos y garantías fundamentales”.

Este punto, al menos por ahora, junto con otros 
adicionales que surgen del Proyecto en comento (por 
ejemplo, confesión respecto del título de imputa-                                                                                                         
ción objetiva, pero no del título de imputación 
subjetiva), los dejamos en un estado de animación 
suspendida, y los retomaremos en la 4ª. edición de 
nuestra obra El proceso disciplinario. Componen-
tes sustanciales y procesales en el Código General                                                                                                           
Disciplinario. Grupo Editorial Ibáñez, que aspiramos 
a publicar cuando ya haya sido aprobada, en todo                               
o en parte, la reforma propuesta por la acuciosa                                                                                            
Procuradora General.

Es un proyecto ambicioso de nuestra parte (per-
dón por la cuña).

Para cerrar este capítulo, diremos, como ítem adi-
cional, que nos parece laudable que se haya mante-
nido la integridad del artículo 227, con las modifi-
caciones, necesarias, por cierto, que ya analizamos.

Variación de cargos y desarrollo de la Audiencia
El Proyecto de Ley No. 423 de 2021, en su artícu-

lo 46, modifica, y de qué manera, el artículo 229 del 
Código General Disciplinario. Miremos lo que viene 
que se nos antoja un poco difícil y, tal vez, dispendio-
sa, la siguiente secuencia de reglas instrumentales:

1. Si luego de escuchado al procesado en descar-
gos, descargos que serán orales, no escritos, el com-
petente advierte la existencia un error en la califica-
ción, así lo hará saber en la audiencia, motivará la 
decisión que va a tomar y ordenará la devolución 
del expediente al instructor competente para que él 
proceda a formular una nueva calificación en un pla-
zo máximo de quince (15) días; contra esta decisión 
de sustanciación, no procede recurso alguno y no se                
entenderá como un juicio previo de responsabilidad. 

Si el instructor varía la calificación, notificará su 
decisión en la forma indicada para el pliego de cargos; 
realizada la notificación personal, al disciplinable y/o 
a su defensor de oficio o al contractual, devolverá el 
expediente al funcionario de juzgamiento quien, fi-
jará la fecha y la hora (y lugar) para la realización de la 
audiencia de descargos y pruebas, la cual se realizará 
en un término no menor a los diez (10) días ni mayor 
a los veinte (20) días de la fecha del auto de citación. 

2. Puede suceder que el instructor se abstenga de 
variar el pliego de cargos, cualquiera que sea la ra-
zón, lo que deberá realizar en auto de sustanciación 
motivado; así se lo hará saber al funcionario de juz-
gamiento quien, citará a audiencia, en la que podrá 
decretar la nulidad del pliego de cargos, de confor-
midad con lo señalado en esta ley.

¿Cuál sería la posible causal derivada del error 
en la calificación propuesta por el competente para 
el adelantamiento del juicio? Tendrá que decirlo                                               
en forma clara y precisa y no mediante la adopción 
de fórmulas ambiguas como, por ejemplo, “por vio-
lación del debido proceso”, o “violación del derecho                      
de defensa”, u otros equívocos; el instructor no tiene 
la obligación de adivinarlo.

Mejor dicho: el competente en el juicio, si plantea 
la existencia de un error en la calificación, tendrá que 
expresarlo en forma razonada; y, en sentido simi-
lar, si es el competente instructor el que se abstiene 
de plantear dicho error, en la forma que le indica el                                             
remitente, también deberá motivar su posición.

Con todo, quien, en ultimas, toma la decisión, es 
el competente en el juicio, a través de la declarato-
ria parcial de nulidad del pliego de cargos, por una                         
cualquiera de las causales que señala el Código Ge-
neral Disciplinario.

Contra la decisión que se pronuncia sobre la so-
licitud de nulidad procede el recurso de reposición 
acorde con lo indicado en el artículo 207 del Có-                                
digo General Disciplinario, modificado por el artícu-
lo 29 del Proyecto de Ley No. 423 de 2021.

Discutible lo del recurso, porque no hay, en es-
tricto sentido, solicitud alguna de nulidad, sino que, 
la misma, es el resultado de una decisión unilateral 
que tomó el competente para el juicio verbal.

3. La hipótesis que se plantea ahora es distinta, 
como también lo es el momento procesal en donde 
ella se da. Dice el precepto sub examine que, si ago-
tada la etapa probatoria, la variación surge como 
consecuencia de prueba sobreviniente, el funciona-                                                                                            
rio procederá a hacer la variación en audiencia, sin 
que ello implique un juicio previo de responsabilidad. 

En este caso, como se está en audiencia, la varia-
ción se notificará en estrados y suspenderá, como 
es obvio, la continuación de la audiencia, la cual se                                  
reanudará en un término no menor a los cinco (5) 
días ni mayor a los diez (10) días. 

En esta audiencia, el disciplinable o su defen-
sor podrán presentar descargos y solicitar y aportar 
pruebas, teniendo como referente la variación in-
troducida, descargos que serán orales.

Continuación de la Audiencia según el modelo 
del artículo 227: Nulidades, Pruebas, Recursos y 

Retractación en la Confesión
Sigue en la agenda de la Audiencia el punto de                               

las nulidades, las cuales entran a resolverse allí mismo. 
¿Cuáles nulidades? Las solicitadas por los sujetos 

procesales que, por supuesto, serán el disciplinable 
y/o su defensor, el Ministerio Público y las víctimas 
o los perjudicados o su apoderado judicial, a quie-                  
nes, en ese orden, se les concederá el uso de palabra 
para que puedan presentar peticiones, invocar nuli-
dades, solicitar o aportar pruebas.

Ejecutoriada esta decisión sobre nulidades, el fun-
cionario competente se pronunciará sobre la con-
ducencia, pertinencia y utilidad de las pruebas so-
licitadas y decretará las que de oficio se consideren 
necesarias. Si se niega la práctica de pruebas solici-
tadas, la decisión se notificará en estrados y contra 
ella procede el recurso de apelación que debe in-                                     
terponerse y sustentarse en la misma sesión. 

¿Efecto del recurso: devolutivo o suspensivo? En 
el efecto suspensivo si se trata de la decisión que                                
niega totalmente la práctica de pruebas si no se han 
decretado de oficio. Cuando se niegue la totalidad 
de las pruebas y se decreten de oficio, o la negación 
de pruebas a solicitud del disciplinado sea parcial,                                  
se concederá en el efecto devolutivo (artículo 134                                                                     
del Código General Disciplinario).

La práctica de pruebas se adelantará hasta por                                                                                                                   
el término de veinte (20) días prorrogables por una 
sola vez hasta por el mismo lapso. En este último 
caso, la prórroga se dispondrá mediante decisión 
motivada.

Llegado este momento probatorio en el desa-                    
rrollo de la Audiencia, en ella podrá ordenarse la 
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práctica de prueba por comisionado cuando sea                       
necesario y procedente en los términos del mismo 
artículo 227. 

¿Necesario y procedente qué? ¿La prueba o prue-
bas? No; necesario y procedente la práctica a tra-
vés de comisionado, aclaración indispensable para 
reeditar la oralidad de la Audiencia, los principios 
de concentración y de inmediación, y el de su esce-                                                                                        
nario natural que, no es otro, que la sala de audien-
cia, si es presencial, o virtual, si es por mecanismo 
remoto (Zoom, Teams, WhatsApp); la comisión                                                  
para la práctica de pruebas, fuera de audiencia,                          
tiene carácter excepcional.

Finalmente, el Parágrafo del artículo 227 resuelve 
una situación que ha sido objeto de discusiones y se 
refiere a la posibilidad, por parte del disciplinable, 
¿qué sucede si él se retracta?

El asunto se resuelve de manera sencilla: 
“No habrá lugar a la retractación, salvo la viola-

ción de derechos y garantías fundamentales”.

Renuencia
Entre las figuras más destacadas del Código Ge-

neral Disciplinario, que fortalece los principios de 
continuidad y de celeridad, está la referida a la re-
nuencia, incorporación que se hizo a través del                                                  
artículo 228, ahora modificado, para bien, por el ar-
tículo 45 del Proyecto de la Procuradora.

Como novedades destacamos los siguientes apar-
tes, que corresponden a sus dos primeros incisos:

“ ... Artículo 228. Renuencia. A la audiencia debe 
ser citado el disciplinable y su defensor. Si el defen-
sor no asiste, esta se realizará con el disciplinable,                
salvo que solicite la presencia de aquel. 

Si no se presentaré (sic) ninguno de los dos sin 
justificación, se designará inmediatamente un de-
fensor de oficio que podrá ser un defensor público 
o un estudiante de consultorio jurídico de univer-                                         
sidad legalmente reconocida y, si es del caso, se or-
denará la compulsa de copias para que se investigue 
la conducta del defensor...”

Afortunado el agregado propuesto en el Proyec-
to de Reforma No. 423 de 2021: jurista que no con-
curra a la Audiencia, puede y debe ser relevado por 
un defensor público, o por un estudiante de Dere-                      
cho, adscrito a un Consultorio Jurídico, con quien                      
se seguirá el proceso hasta su desenlace; basta la 
simple designación de nuevo apoderado para que se 
considere insubsistente la designación que del mis-
mo hizo el procesado.

Producida esa insubsistencia, si el profesional                                
relevado desea asumir, de nuevo, la defensa de su 
cliente, deberá obtener nuevo poder, de un lado, 
y del otro, asumirá el proceso en el estado en que                                                                                                       
se encuentre.

No estoy seguro si es en México o Perú en don-
de el togado relevado ya no podrá reasumir la de-                                  
fensa de su protegido, ni siquiera con el otorga-                                                                                                 
miento del nuevo poder; tiene que decirle “chao” a          
su pupilo, al proceso y a los honorarios.

Traslado para alegatos previos al fallo
El artículo 230 del Código General Disciplinario, 

originario, fue objeto de modificaciones sustancia-
les, por parte del artículo 47 del Proyecto No. 423                            
de 2021; 

Artículo 230. Traslado para alegatos previos al                                     
fallo. Si no hubiere pruebas que practicar o habién-
dose practicado las decretadas, se suspenderá la au-
diencia por el término de diez (10) días para que los 
sujetos procesales preparen sus alegatos previos a la 
decisión. Reanudada esta, se concederá el uso de la 

palabra a los sujetos procesales para que procedan a 
presentar sus alegatos, en el siguiente orden, el Mi-
nisterio Público, la víctima cuando fuere el caso, el 
disciplinable y el defensor. Finalizadas las interven-
ciones, se citará para dentro de los quince (15) días 
siguientes, con el fin de dar a conocer el contenido 
de la decisión.

Así entregada la modificación, los comentarios 
que sugieren de su lectura son los siguientes:

1. Si no hay pruebas para practicar, o habiéndose 
practicado las decretadas, se determinará una sus-
pensión de la audiencia por el término de diez (10) 
días (hábiles) para que los sujetos procesales pre-               
paren sus alegatos previos a la decisión final.

2. Este lapso de tiempo también es dadivoso y                    
empieza a correr a partir del día hábil siguiente a la 
notificación en estrados de esta toma de decisión;                                                                                                      
no se plantea posibilidad alguna de ampliación y 
cualquier excusa encaminada a obtener un alar-
gamiento del mismo está, prácticamente, cerrada                                          
porque, de presentarse alguna situación impeditiva 
para un sujeto procesal, no tiene alternativa distin-                 
ta a plantearla en la audiencia de continuación,                                                                     
corriéndose el riesgo de serle denegada. 

3. Reanudada la audiencia, se les concederá el uso 
de la palabra (o el “uso de la voz” como se dice en 
México) a los sujetos procesales para que procedan 
a presentar sus alegatos, orales, nada de papeles, ni 
epístolas o cartas similares, sólo apuntes de guía, 
de orientación, o con la ayuda de Power Point, y lo                    
harán en el siguiente orden: 

• El Ministerio Público.
• La víctima reconocida como sujeto procesal.
•  El apoderado de la víctima, si lo hay.
•  El disciplinable.
•  El defensor de oficio o de confianza.
Este orden tiene su lógica; en las muchas simu-

laciones de esta clase de procesos disciplinarios que 
hemos realizado, tanto en el marco del Código Úni-
co Disciplinario, como también del Código General 
Disciplinario (en universidades como Libre-Maes-
tría, Cauca-Especialización, Nacional-IEPRI, Cor-
poración Universitaria del Caribe-Especialización, 
Unicolmauor pregrado, entre otras) el orden que 
hemos seguido ha sido, en esencia, el mismo ahora 
recogido en el Proyecto de Ley No. 423 de 2021, con 
alguna variante consistente en que, quien inicia, es                     

la víctima, a la que sigue el Ministerio Público.
Pero, consideramos que ese es el orden correcto.
4. Surgen varios interrogantes:
¿Cuáles serían las víctimas que podrían interve-

nir? Sólo quellas que han sido reconocidas como su-
jetos procesales en los casos de acoso laboral, mujer                      
víctima de violencia sexual (según el Consejo de Es-
tado), víctimas en casos de violación de Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario.

En el Proyecto de Ley No. 521 de 2021, del ex-
procurador Fernando Carrillo Flórez, se incluye a 
la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado; 
no han faltado doctrinantes que consideran que fal-
ta la víctima de violencia cuando se trata de menor 
de edad (en cuyo caso podría estar el Defensor de 
Menores); La Contraloría General, Distrital o De-
partamental respectiva en casos de detrimento del 
patrimonio público; los Sindicatos en defensa de                                                 
los intereses de sus afiliados; como se ve, es una                                                                     
lista larga que tiene mucha lógica.

Mejor dicho: el día de la Audiencia, su Director 
tendrá que repartir fichas y decirles: ¡Hagan fila y no 
empujen!

De ser así, el disciplinado tendrá que contratar,                    
no un abogado, sino un bufete de juristas; “todos a 
una”, como fuente ovejuna; bajo esta perspectiva, la 
necesidad de una representación sindical, está más 
que justificada.

Surgen algunos interrogantes: ¿El informante po-
drá intervenir? ¿Cuántas rondas de intervención                   
habrá? ¿Durante las intervenciones, habrá lugar a                 
réplicas y contrarréplicas?

Pruebas en Segunda Instancia
El diseño de las pruebas en segunda instancia se 

mantiene en lo que hace referencia con la posibili-
dad, única, de decretarse pruebas de oficio, no así               
por petición de los sujetos procesales. 

Pero sí se introduce un giro de garantía en pro                  
de las expectativas del disciplinable: 

“El funcionario de conocimiento debe decretar 
aquellas pruebas que puedan modificar sustancial y 
favorablemente la situación jurídica del disciplinado”. 

No es una opción la que tiene ante sí el compe-               
tente: es un deber, una obligación legal hacerlo                  
siempre y cuando se trate de una probanza que agre-                                                                                               
ga valor en cuanto se refiere a los intereses del                                                                                                 
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disciplinable al punto de, estándose frente a un                       
fallo sancionatorio y ante la probabilidad, no la 
simple posibilidad, de su existencia pero que, está                         
fuera del proceso, adviene como necesario, en vir-                                                                                                         
tud del principio de legalidad, decretarla o, si son                    
varias, decretarlas.

La eventual existencia de esa prueba puede ser                    
indicada por el disciplinable y/o su defensor o el                   
Ministerio Público, o su conocimiento obtenido                      
por cualquier medio; poco probable que su solicitud                                                                  
provenga de la víctima, a menos que haya un meri-
torio gesto de lealtad.

Decretada y practicada la prueba o pruebas y,                       
luego de evacuadas, se dará traslado por el término 
de cinco (5) días a los sujetos procesales, vencidos 
estos, el fallo se proferirá en el término de cuaren-                        
ta (40) días.

Artículo transitorio
El artículo 263 es terminante y exigente: única-

mente seguirá aplicándose la Ley 734 de 2002, o Có-
digo Único Disciplinario, en aquellos procesos en 
los cuales se haya surtido la notificación del pliego 
de cargos o instalado la audiencia del proceso ver-                     
bal, hasta el final, o sea, fallos de 1ª. y 2ª. instancia.

Así haya habido notificación del auto de inicio                        
de Indagación Preliminar, o del de apertura de                                                                               
Investigación, el procedimiento a aplicar será el                         
definido en el Código General Disciplinario, con las 
modificaciones que se agreguen como consecuen-    
cia de los cambios previstos en el Proyecto de Ley           
No. 423 de 2020 y/o las que resulten del Proyecto                     
de Ley No. 520 de 2021

Artículo 52. Sentido de algunas expresiones                     
de la Ley 1952 de 2019

No es de usanza insertar normas pedagógicas 
o aclaratorias en cuanto al sentido de palabras o                                            
frases que se utilicen en el interior de una Ley; pero, 
existen casos en los cuales, si este ejercicio aclara-                                                                            
torio no se hace, se puedan generar anfibologías                            
que conduzcan a distorsionar o escamotear la                                                       
mejor interpretación.

Para una acabada aproximación al literal del ar-

tículo 52, del Proyecto de Ley No. 423 de 2021, va-
mos a mostrarlo, separando sus partes, sin alterar                                
su contenido. 

Veamos:
1. Cuando en la Ley 1952 de 2019 se emplee la                        

expresión “auto de citación a audiencia y formula-
ción de cargos”, debe entenderse “pliego de cargos”. 

2. La expresión “o el que haga sus veces” que      
acompaña a la nominación de la Comisión Nacio-   
nal de Disciplina Judicial y las Comisiones Secciona-
les de Disciplina Judicial, se entenderá eliminada. 

3. Toda mención de la Carta Política o de la                     
Constitución Nacional se entenderá referida a la 
Constitución Política. 

4. En materia de notificaciones, en donde se dice         
“a la entrega en la oficina de correo” debe entenderse 
“a la entrega de la comunicación en la última dire-
cción registrada”. 

5. Cuando se refiera a “defensor de oficio”, entién-
dase “defensor público o estudiante de consultorio 
jurídico de universidad legalmente reconocida”.

Vigencia y Derogatoria y Parágrafo Transitorio
Punto de especial importancia es el de la vigencia 

de la Ley 1952 de 2019. Dice así el artículo 265 del 
Proyecto de Ley 423 de 2021, lo siguiente:

Artículo 265. Vigencia y derogatoria. Las disposi-
ciones de Ley 1952 de 2019 que no son objeto de re-   
forma y las contenidas en la presente ley, entrarán a 
regir nueve (9) meses después de su promulgación y 
deroga las normas que le sea contrarias. 

Durante este período conservará su vigencia plena 
la Ley 734 de 2002. 

En todo caso, la Ley 734 de 2002 continuará sien-
do objeto de aplicación, para los procesos que conocen                      
la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y las                                                                                            
Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial y la                  
Fiscalía General de la Nación, en los términos del                     
parágrafo transitorio del artículo 93 de esta ley.

Los regímenes especiales en materia disciplinaria 
conservarán su vigencia. 

Se incluye en el final del Proyecto un Parágrafo 
Transitorio referente a la Procuraduría General de                    
la Nación y a los procesos en los cuales el inves-                                                                                                     

**Abogado de la Universidad Nacional de Colom-
bia. Especialista en Derecho disciplinario. Especia-
lista en Administración Pública. Profesor de Dere-
cho disciplinario de la Universidad Libre (Maestría 
en Derecho disciplinario), de la Corporación Uni-
versitaria del Caribe (Especialización en Derecho 
disciplinario). Autor, entre otras obras, El proceso          
disciplinario. Componentes sustanciales y procesales 
en el Código General Disciplinario.

El autor

tigable es un servidor de elección popular, en este 
último caso, debiéndose tomar “medidas internas                  
para garantizar que el funcionario que formule el                
pliego de cargos no sea el mismo que profiera el fallo”.

Los expedientes disciplinarios en marcha, que es-
tén cursando en las personerías municipales, en el 
momento de la entrada en vigencia la Ley que sur-
ja del Proyecto de Ley No. 423 de 2021, deberán ser                     
enviados, en forma inmediata, a la Procuraduría                     
General de la Nación.

Final: la Procuraduría General de la Nación le 
compete, en forma privativa, conocer de los procesos 
disciplinarios que se adelanten contra sus servidores.

La norma en comento es del siguiente tenor:
Parágrafo transitorio. El reconocimiento de fun-                                                                                    

ciones jurisdiccionales que se le atribuye a la Procu-
raduría General de la Nación regirá al día siguien-
te de la promulgación de esta ley. Mientras entra en 
vigencia esta normativa, en todos los procesos en                                                                  
los cuales se investiguen servidores de elección popu-
lar se adoptarán las medidas internas para garantizar                                                               
que el funcionario que formule el pliego de cargos                                                                       
no sea el mismo que profiera el fallo. Los expedien-
tes disciplinarios contra servidores públicos de elec-
ción popular que, a la entrada en vigencia de esta ley,                                                                                                          
estén en curso en las personerías municipales serán 
enviados inmediatamente a la Procuraduría General 
de la Nación. 

A la Procuraduría General de la Nación le com-                
pete en forma privativa conocer de los procesos disci-
plinarios contra sus servidores.
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La psicopolítica digital                     
frente a la pandemia
¿Nos hallamos ante un regreso del enemigo?            

En realidad hemos estado viviendo 
durante mucho tiempo sin enemigos. 
La guerra fría terminó hace mucho. 
Últimamente incluso el terrorismo is-
lámico parecía haberse desplazado a 
zonas lejanas. Hace exactamente diez 
años sostuve en mi ensayo La sociedad 
del cansancio la tesis de que vivimos 
en una época en la que ha perdido su 
vigencia el paradigma inmunológi-
co, que se basa en la negatividad del                            
enemigo. Como en los tiempos de la 
guerra fría, la sociedad organizada                     
inmunológicamente se caracteriza por                                                                                                 
vivir rodeada de fronteras y de va-
llas, que impiden la circulación                                         
acelerada de mercancías y de capital. 
La globalización suprime todos es-
tos umbrales inmunitarios para dar 
vía libre al capital. Incluso la promis-                                 
cuidad y la permisividad generali-
zadas, que hoy se propagan por todos 
los ámbitos vitales, eliminan la nega-
tividad del desconocido o del ene-                                                                                       
migo. Los peligros no acechan hoy 
desde la negatividad del enemigo,                                           
sino desde el exceso de positividad, 
que se expresa como exceso de rendi-
miento, exceso de producción y exce-
so de comunicación. La negatividad 
del enemigo no tiene cabida en nuestra 
sociedad ilimitadamente permisiva.          
La represión a cargo de otros deja 
paso a la depresión, la explotación por                                                                                        
otros deja paso a la autoexplotación 
voluntaria y a la autooptimización.                       
En la sociedad del rendimiento uno 
guerrea sobre todo contra sí mismo.

Pues bien, en medio de esta so-
ciedad tan debilitada inmunológica-

Por: Jairo Ramos Acevedo*

mente a causa del capitalismo global 
irrumpe de pronto el virus. Llenos de 
pánico, volvemos a erigir umbrales 
inmunológicos y a cerrar fronteras. El                                        
enemigo ha vuelto. Ya no guerreamos 
contra nosotros mismos, sino contra          
el enemigo invisible que viene de                                                                                
fuera. El pánico desmedido en vista 
del virus es una reacción inmunitaria 
social, e incluso global, al nuevo ene-
migo. La reacción inmunitaria es tan 
violenta porque hemos vivido duran-
te mucho tiempo en una sociedad sin 
enemigos, en una sociedad de la posi-                                                                                        
tividad, y ahora el virus se percibe 
como un terror permanente.

Pero hay otro motivo para el tre-
mendo pánico. De nuevo tiene que                   
ver con la digitalización. La digitali-
zación elimina la realidad. La realidad 
se experimenta gracias a la resistencia 
que ofrece, y que también puede re-
sultar dolorosa. La digitalización, toda                          
la cultura del “me gusta”, suprime la 
negatividad de la resistencia. Y en la 
época posfáctica de las fake news y                                                                                   
los deepfakes surge una apatía hacia 
la realidad. Así pues, aquí es un virus 
real, y no un virus de ordenador, el                            
que causa una conmoción. La reali-                                                               
dad, la resistencia, vuelve a hacerse        
notar en forma de un virus enemigo. 
La violenta y exagerada reacción de 
pánico al virus se explica en función 
de esta conmoción por la realidad, es 
un enemigo que no tiene fronteras ni 

conoce de soberanía.
La reacción pánica de los mercados 

financieros a la epidemia es además 
la expresión de aquel pánico que ya                                                                                    
es inherente a ellos. Las convulsio-
nes extremas en la economía mundial        
hacen que esta sea muy vulnerable.                     
A pesar de la curva constantemente 
creciente del índice bursátil, la arries-
gada política monetaria de los bancos 
emisores ha generado en los últimos 
años un pánico reprimido que esta-
ba aguardando al estallido. Probable-
mente el virus no sea más que la pe-
queña gota que ha colmado el vaso.                                                                                        
Lo que se refleja en el pánico del mer-
cado financiero no es tanto el miedo                    
al virus cuanto el miedo a sí mismo.                                                                         
El crash se podría haber produci-
do también sin el virus. Quizá el vi-
rus solo sea el preludio de un crash                                      
mucho mayor.

El filosofo esloveno Slavoj Žižek, en 
su último y nuevo libro, ¡Pan(dem)ic!, 
COVID-19 shakes the world, afirma 
que el virus ha asestado al capitalismo 
un golpe mortal, y evoca un oscuro 
comunismo. Cree incluso que el vi-
rus podría hacer caer el régimen chi-
no. Slavoj Žižek se equivoca. Nada de                                                                                      
eso sucederá. China podrá vender 
ahora su Estado policial digital como 
un modelo de éxito contra la pande-
mia. China exhibirá la superioridad                                         
de su sistema aún con más orgullo. Y 
tras la pandemia, el capitalismo con-

tinuará aún con más pujanza. Y los 
turistas seguirán pisoteando el pla-
neta. El virus no puede reemplazar a 
la razón. Es posible que incluso nos                                                                
llegue además a Occidente el Estado 
policial digital al estilo chino. Como                                                                                        
ya ha dicho Naomi Klein, la conmo-
ción es un momento propicio que 
permite establecer un nuevo sistema 
de gobierno y un nuevo concepto de 
soberanía. También la instauración                                                  
del neoliberalismo vino precedida a 
menudo de crisis que causaron con-
mociones. Es lo que sucedió en Corea                                                                                       
o en Grecia. Ojalá que tras la con-
moción que ha causado este virus no                         
llegue a Europa y América un régi-
men policial digital como el chino. Si                                                                      
llegara a suceder eso, como teme                         
Giorgio Agamben, el estado de excep-
ción pasaría a ser la situación normal. 
Entonces el virus habría logrado lo                 
que ni siquiera el terrorismo islámico 
consiguió del todo.

El virus no vencerá al capitalismo. 
La revolución viral no llegará a produ-
cirse. Ningún virus es capaz de hacer                                                                                     
la revolución. El virus nos aísla e                                     
individualiza. No genera ningún sen-
timiento colectivo fuerte. De algún 
modo, cada uno se preocupa solo de 
su propia supervivencia. La solida-
ridad consistente en guardar distan-
cias mutuas no es una solidaridad                                                                                                             
que permita soñar con una sociedad 
distinta, más pacífica, más justa. No 
podemos dejar la revolución en ma-
nos del virus. Confiemos en que tras 
el virus venga una revolución huma-
na. Somos NOSOTROS, PERSONAS 
dotadas de RAZÓN, quienes tene-
mos que repensar y restringir radical-                                                
mente el capitalismo destructivo                                            
–SALVAJE–, y también nuestra ili-
mitada y destructiva movilidad, para                          
salvarnos a nosotros, para salvar el                      
clima y nuestro bello planeta.

(Segunda entrega)

*Abogado Universidad Externado 
de Colombia, catedrático universitario, 
tratadista, ensayista, novelista y poeta. 
Especialista en Derecho administrativo 
y en Derecho constitucional, Magister 
en Derecho administrativo, Defensor 
Público –Defensoria del Pueblo–.

El autor
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Los buenos arreglos
¿Son mucho más difíciles de arreglar, los asuntos en los que las partes llevan abogado?          

Durante años hemos escuchado el 
famoso refrán que dice “Es mejor un 
mal arreglo que un buen pleito”, sin 
embargo, después de 20 años de ejer-
cicio profesional como abogada, he 
tramitado todo tipo de procesos, en 
diferentes áreas del derecho, lo que                                                                             
me permite decirle estimado lector, 
que no hay pleito bueno.

Si la conciliación hubiera sido eje 
central de mi carrera universitaria, 
habría solventado esos procesos judi-
ciales a través de cualquier medio de 
resolución de conflictos. Aunque en 
mi paso por la empresa privada, me 
encantaba realizar transacciones y no 
tuve ningún retracto o demanda por 
ese hecho y no permitía que las em-                                                                                   
presas se vieran involucradas en pro-
cesos judiciales, les confieso que me 
habría gustado más, llevar todos los 
conflictos a un Centro de Conciliación.

Me encantaría que la totalidad de                                                                                    
los colegas entendieran que la conci-
liación es un negocio financieramente 
interesante para los abogados y mucho 
más para los clientes. Desde mi expe-
riencia al frente del Centro de Con-
ciliación Arbitraje y Amigable Com-
posición, los asuntos en los que las 
partes llevan abogado son mucho más 
difíciles de arreglar, ¿saben por qué? 
Es porque a algunos abogados no les 
gusta que sus clientes hagan rebajas, 
que obviamente disminuyen sus ho-
norarios. Pero imaginen un escenario 
donde ustedes, como abogados liti-                                                                                 
gantes, pudieran resolver todos sus 
procesos actuales en los próximos dos 
(2) meses, ¿cuánto dinero lograrían 
recaudar? Esa pregunta me la hice 
un día y decidí, que antes de iniciar 
un proceso judicial, me dejaría la piel                                                                      
tratando de conciliar fuera del esce-
nario judicial.

Constantemente, hemos sufrido pa-
ros de los juzgados. Al consejo Supe-
rior de la Judicatura, no le hace mella 
el asunto. Incluso en uno de los pocos 
procesos judiciales que llevo como 
abogada independiente, perdí un tér-
mino, porque no me dejaron entrar                   
al edificio, pero el juzgado estaba aten-
diendo. Ustedes que conocen el mun-
do de los litigantes, ¿qué cliente cree 
esa historia? Ninguno. Por lo menos 
este cliente, no me creyó.

Ahora, piensen en el escenario de 
la audiencia inicial. Muchos de los                                                                                    
jueces de familia que me conocen, 
me preguntan ¿Doctora, me trae un 
acuerdo conciliatorio? El mismo juez 

Por: María del Pilar Díaz Zapata*

responde: Espero que sí! Y ahí estoy 
yo, mirando a mi cliente y dicién-                                                                       
dole, se lo dije. Si después de luchar 
meses para una admisión y gastar di-
nero en notificaciones, tenemos que 
conciliar casi por obligación, porque 
el juez con su toga es imponente y los 
clientes se asustan y concilian en los 
mismos términos que les sugerimos                        
al iniciar la relación con ellos, ¿por 
qué no tratamos de conciliar por todos                                                                               
los medios antes de tener que presen-
tar una demanda con todo el desgas-
te que ello implica? ¿Que tal si desti-
namos ese tiempo que debemos en 
invertir haciendo demandas, en crear                                                                          
un acuerdo conciliatorio bueno para 
todos? Si buscamos jurisprudencia 
para la demanda o la contestación, 
busquemos jurisprudencia para de-
cirle al cliente que después de casi                                                                                   
tres meses, lo primero que le va a pre-
guntar el juez es: ¿y por qué no con-
cilian? Este asunto es muy fácil.

*Abogada, egresada de la Universi-
dad Católica de Colombia, Especialista 
en Derecho comercial financiero y de 
los Negocios de la Universidad Santo 
Tomás de Bogotá, Consultora especia-
lizada en temas de Derecho civil, co-
mercial, familia, propiedad horizontal 
y urbanismo. Docente universitaria, 
Conciliadora y Directora del Centro                                           
de Conciliación Arbitraje y Amigable 
Composición de CORPAFE.

La autora

Estimado lector, cuando tenga un 
problema de cualquier índole, pre-
gúntese: ¿que mueve al otro ser hu-
mano que hace parte del problema? 
y ¿cómo puedo solucionar este pro-                          
blema? En las conciliaciones por                                                                  
temas de deudas, he encontrado que 
lo que más molesta a los acreedores es 
que el deudor “no les ponga la cara”.                                                                                       
El acreedor quiere que el deudor lo 
mire a los ojos igual que cuando le                           
pidió la plata prestada y le diga: dis-
cúlpeme, es que no he podido reunir 
el dinero, pero estoy trabajando en                                                                                 
eso. Absolutamente todos los acree-
dores, se calman. Entienden que si no 
les pagan por maldad, sino por im-
posibilidad. Eso hace una diferencia 
en nuestra sociedad. Siempre les digo 
a los asistentes a la conciliación que 
debe conversar con el otro, no deben 
dejar a su acreedor “en visto”, deben 
hablar desde el fondo del corazón,                                                         
porque cuando eso sucede, las perso-

nas consienten en otro plazo, en otor-
gar descuentos. Esto ocurre, porque 
algunos saben que en el mundo entre 
más damos más recibimos, no es fala-
cia romántica, es la ley del retorno.

En otro escrito les hablaré de los 
otros métodos de resolución de con-
flictos. Pero recuerden que “conciliar 
siempre es bueno”.
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En algunas conferencias que con 
“cierto tinte filosófico” y político, he 
presentado (presento) en  universi-
dades e instituciones de Colombia y                                                                                        
Europa,  hago énfasis en la “gran             
inversión” con billones de dólares  
anuales, aplicada sólo en pro del ar-
mamentismo, focalizada hacia la                                                                       
guerra mundial, internacional, bila-
teral, interna de un país con debili-
dades de toda índole. La estrategia 
básica implementada por las mal lla-
madas potencias capitalistas y socia-
listas, distribuida y –fomentada– en 
los cinco continentes, con base en 
mezquinos intereses,  radica en crear 
“guerras de baja intensidad” en una 
nación incierta donde tienen abis-                                                                                      
males intereses  de explotar  en “ca-
li-dad de propietarios”, los recursos                        
naturales no renovables, aplican en el 
ejercicio la muerte y el robo a ultran-
za. Al mismo tiempo instan a la lucha 
armada de la población y patroci-
nan a todos los actores “en conflicto”                                                                            
–gobierno-subversión-narcotráfico–. 
Crean  de forma permanente inesta-
bilidades políticas, sociales, económi-
cas,  así una república termina sumida 
en la pobreza extrema, con tanta im-
potencia que la conducen a la depen-
dencia, a la sumisión total, al arrodi-
llamiento de los gobiernos de turno 
que carecen de dignidad y sentimien-                                                                                 
to patriótico, ahí los presidentes co-
rruptos ofician de eficientes y ab-
negadas muchachas de servicio, 
cuasi vagabundas que se venden a un                            
postor (no menciono Mujer acá: Ser 
más valioso del Universo, sólo criti-
co al politiquero), un gran ejemplo lo                     
encontramos en nuestro país.

En el abandono vive la Ciencia                          
Positiva, el Pensamiento, la Inteli-                                                                                     
gencia, únicas fuentes que dan gran-
deza a la Humanidad con base en el 
Bien y en el Altruismo. En la actua-
lidad nos superan los “intereses de                                                                    
selección humana” y el egoísmo  de 
poseer, amenazar, dominar, arrasar, 
esclavizar. Hoy existen más de mil                                                                             
formas de esclavitud, cien mil mé-
todos de asesinar. Carecemos de Fi-
lantropía, al por mayor nos matan                                      
sin condena a los asesinos poderosos, 
matamos a algún poderoso asesino y 
nos guillotinan por “terroristas”. Lo 
cierto básico que pulula es el imperio 
de la muerte, sin preámbulos descen-
demos de la jerarquía del Ser  a la cosa. 
De forma que abruma vemos “nue-
vas disecciones” conducentes a todo 

Darwinismo: político, religioso, cul-                                                                                       
tural, económico, social, moral. La 
Identidad que perfilaron algunos                                                                     
Pueblos a través de los milenios se 
pierde absoluta. Colombia no es                  
Nación, sólo es un rezago envuelto 
en tristes aspavientos. Mendigamos                   
ser: País.

Lo concreto de todo en la vani-                    
dosa y prepotente humanidad del                    
siglo XXI, que nada ostenta (salvo 
armas: instinto asesino) y mucho 
aparenta, enseña que ningún sistema 
político, ninguna religión, ninguna 
“presencia económica”, ningún otro 
medio: ejemplo narcotráfico, llenan 
al Hombre, su Espíritu, su Libertad. 
El ser humano carece de plenitud. 
Hemos convertido la serenidad en 
utopía. El neoliberalismo un régimen  
de sistema criminal imperante afin-                   
cado en el capitalismo salvaje que                                                                                      
tanto propende por esclavizar, suma 
inmensa en sus crímenes anuales, 
aplica con rigor la sevicia de su de-
vastación tanto del hombre como del 
planeta, de nada se avergüenza, de 
nada se arrepiente. Igual sucede en 
el mal llamado comunismo, en el so-
cialismo, en otros “ámbitos políticos”,   
también asesinan, también esclavi-
zan. Resultan de  mismas calañas, las 
burguesías capitalistas con riquezas 
concentradas en pocos individuos (fa-                                                                     
milias), y las élites socialistas que se 
adueñan eternas del poder.  Colijo        
que el capitalismo es tiranía, lo de-                                                                                   
más político dictadura. La tal demo-
cracia no existe más allá de la pala-         
bra, es sólo una distracción, bien 
pueden calificarla los especialistas 
de entelequia, de sofisma. En mi opi-                                                                                   
nión de elemental campesino, ig-
norante por demás, la única demo-                   
cracia perfecta que existe es la                             
Muerte, no hay más. Las religiones 
actuales (son millones), incrustadas 
en empresas multinacionales de la                                              
fe, venden dioses decaídos, expolian 
voluntades a través de miedos incul-                                                                                         
cados, con ofertas falsas de vidas fu-
turas, cielos inexistentes, roban a sus 
feligreses, los dejan en la absoluta                     
miseria. 

Solo una figura triste aparece en la 
mirada somera que hago al “espejo 
global” como epítome de la epope-
ya humana: la miseria, una enferme-                          
dad global. Estados Unidos, según                                                                        
publicitan: primera potencia econó-
mica de mundo, paradigma del capi-
talismo salvaje, no vacila su orgullo   

en el muestrario destructivo del ar-                                                                                      
mamentismo, de mañana y tarde 
anuncia su presidente el estallido                                                      
en cualquier “país rebelde” de las 
bombas atómicas y nucleares. Ense-
ña las ganancias incontables que por 
segundos ingresan a su emporio, yo 
analfabeta sólo sé sumar hasta tri-
llones. Vomitan la gula de su dinero. 
Insatisfechos quieren albergar, poseer 
más y más... No obstante lo cierto                                                            
anterior, también ocurre que en esta 
nación viven más de cincuenta millo-
nes de seres humanos en condición 
de pobreza extrema, mendigos que 
albergan las alcantarillas, que mue-
ren de hambre y frío. La cantidad de                                                                                              
destechados es creciente desde New 
York hasta Los Ángeles. Eso no se 
muestra, no se indica, no se señala, 
salvo en la oculta estadística social. 
Imposible permitir mostrar que el 
hombre ya no es El Ser sino la cosa 
productiva que muere si no gene-
ra ganancia en moneda (billete). Sin 
embargo, no sólo se trata de este país, 
son todos, la situación es mundial. 
Año 2020. El setenta por ciento de 

La miseria, una enfermedad global
La impotencia crece, el setenta por ciento de la humanidad ambula en la pobreza

Por: Jesús María Stapper*

la humanidad ambula en la pobreza,                                                                                     
la impotencia crece, la miseria                               
abunda, no es paulatina. Dentro de 
poco será la totalidad humana que 
con hambre, gestará por inanición,                                                              
su muerte prematura. En síntesis el 
hombre vive, muere en la tierra, li-
mosnero no sabe para dónde va.

*Durante treinta años ejerció el 
periodismo en radio y prensa. Co-
lumnista en medios de comunicación 
nacionales e internacionales. Artista 
plástico con exposiciones individua-
les y colectivas. Ganador de Bienal 
Internacional de Arte, Salvador de 
Bahía, Brasil, julio de 2010. Su palabra 
literaria ha sido traducida a los idio-                                                
mas: portugués, holandés, inglés,                                                                
griego, francés. Gestor cultural, con-
ferencista en universidades e institu-
ciones públicas y privadas. Miembro 
de Instituciones y Organizaciones 
sociales y culturales. Galardonado en 
Colombia, Brasil y Francia.
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*Exmagistrado del Consejo de Es-
tado, profesor universitario y tratadista. 

Por: Javier Henao Hidrón*


